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SEGUNDO.- Previo examen de la jurisdicción y competencia objetiva, 

el Juzgauo dictó providencia en la que se ordenó la admisión de la demanda y su 

traslado al demandado, citando a las pat1es para la celebración de la vista, con 

indicación de día y hora, y ordenándose a la Administración demandada la 

remisión del expediente administrativo. 

T.lt~RCERO.- Hn el acto de Ja vista, que tuvo lugar el día 12 de Julio de 

2012, la parte recurrente se afim1ó y ratificó en lo solicitado en su escrito de 

derunnda interesando se dictase una semencia de conformidad con el suplico de 

la misma. 

Por su parte, el Ilmo. Sr. Abogado del Estado manifestó lo que tuvo por 

conveniente en apoyo de sus pretensiones, interesando la desesti macióu del 

recuc;;o por ¡¡cr conforme a Derecho la l~csolución administrativa impugnada. 

En virtud de lo establecido en el artículo 147 de la Ley de Enjuiciamiento 

Civil, la vista ha s ido documentada mediante sis tema digital de grabación y 

reproducción de imagen y sonido, quedando los autos para sentencia. 

CUARTO.- En la tramitación del presente recurso se han observado la 

totalidad de las prescripciones legales, con excepción del plazo para dictar y 

notificar la sentencia, debido a los problemas técnicos acontecidos con el 

procesQ de digitalización de los expedientes de estos Juzgados. 
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que comrolara desde los pasillos del Centro el desplazamiento del interno 

mientras otro funcionario supervisaba el mismo a través de los monitores de 

televisión. A la llamada realizada requiriendo la presencia de un funcionario 

auxiliar, recibió la respuesta de que, en vista de la carga de trabajo existente, 

resultaba imposible remitir a un funcionario auxiliar en esos mo mcntos pero 

que, en cuanto hubiera un funcionario disponible, procederían en dichos 

témúnos. Dado que el fuucionario auxiliar no llegaba a las dependencias del 

Taller número 2, el hoy recurrente fue requerido por el Jefe de Servicio actuante 

para que procediera con el despla;.;amicnto del interno síu presencia del 

funcion<tri.o auxiliar, procediendo con dicha orden. J:iinultncnte, el interno 

requerido no pudo comunicar con el Representante de la Embajada de Austria en 

España porque ~ste, entendiendo que había e!iperado demasiado, decidió 

voluntariamente abandonar las dependencias del Centro Penitenciario. En tercer 

lugar, que la decisión unilateral del representante diplomático de no celebrar la 

comunicación con el intemo requerido no puede considerarse como grave 

perturbación del servicio porque el normal desanollo del servicio dentro del 

Establecinúento Penitenciario ll(l se vio alterado. Por último, error en la 

calificación jurídica de los hechos, pues la Administración demandada pretende 

definir como bien jurídico protegido el descrédito de la Adnúnistración 

Penitenciaria ante el responsable de una Representación Diplomática . 

SEGUNDO.- Por su pru·tc, el Ilmo. Sr. Abogado del Estado, en la 

representación que os!enta, contestó a la demanda, oponiéndose a la misma y 

solicitando su desestimación, mantcniendv que se produjo una alteración del 

normal funcionarrúento del servicio debido a la conducta del recurrente. A
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TERCERO.· Comenzando con el análisis de las cuestiones planteadas, la 

primerd de ellas es la vigencia de la norma t¡ue contempla el tipo aplicado, a 

saber, del Real Decreto 33/1986, de 10 de enero, por el que se apl1leba el 

Rcglamenlu de Régimen Disciplinario de los Puncionados de la Administración 

del Estado, sobre la base de que el Estantto Básico del Empleado Público 

(EilEP), aprobado por ln Ley 7/2007, de 12 de abril, no contempla o tro régimen 

disciplinnrio que no sea el fijado por nonnas con rango de ley. Al efecto el 

recurrente cita la Sentencia de Ja Sección 2•, de Ja Sala de lo Contencioso-

administrativo, del Tribunal Superior de Justicia de Valencia, de 18 de julio de 

20 10, Sentencia que declaró que el Reglamemo de régimen discipliuatio de los 

Funcionarios de la Administración del Estado de lO de enew de 1986 estaría 

derogado por el impacto del EHEP, al menos por lo que se refiere a la 

tipificac.ión de conductas constiLUtivas uc infracción grave, congelando el rango 

{legal) paro la tipificación de estas infracciones, si bien está pendicllle de 

resolver el recurso de cnsaciiÍn en interés ue ley interpuesto contrn la misma. 

Al efecto resulta esclarecedora la Sentencia n° 615/2012, de la Sección t•, 
ue la Sala de lo Contencioso-administrativo, del Tribunal Supc1ior de Justicia de 

Ga!icia (rcc. 278/20 11. Ptc: lima Sra. Rivera rrade), que recoge la siguienle 

doctrina y que hacemos nuestra, en cuanto concluye que subsisle la vigencia del 

Reglamento disciplinario de 1986: 

Pues l>ien, comeuzando por el estudio de la 1íltima cuestión plameaáu, que la 

apelante introduce "ex novo" en su recurso ele apelación, y que 1•ersa sobre la 

vigencia del Oecreto 94/1991, de 20 marzo, que aprueba el Reglamento de 

régimen clisciplilrario de persona/funcionario, cabe decir en primer lugar que 

ningrín rep roche le lw merecido en su demanda la aplicacic)n de esta norma 

reglame/lfaria en el procedimiento sancionador en el que recayó el acto A
caip



. Of\.JURHClA · 

impugnado, siendo la propia actorcl la que en su escrito de demandtl ha acudido 

a esw norma para tralllr de justificar la desproporción en la calificación ele fa 

cond11cta imput(lda, a/egondo que podría constituir una falta leve del attfculu 5 

e del citado Decreto "La incorreccián con el público, superiores, compatieros o 

subordinados", y q11e incluso existe la gr(l(hwcióll illlermedia, al definir como 

falta grm•e e11 su artículo 4.1 a) "La falta de obediencia debida a los superiores 

y autoridades" (hecho octm•o). 

Asimismo reconoce la apelante fa aplicación y l·'igencia del Decreto 94191 
cumulo en Stt escrito de demanda bajo el apartado de normativa espec(fica, cita 

expresamellle, y cOtizo 110n11atim aplicable "El Real Decreto 33/1986, por 

remisión específica del Acuerdo regulador ele las condiciones labomles del 

personal fwu:ionario del A yuntamicl/to de S a da publicado en el Boletín Qficial 

de la pro••itu:ia de A Corwía el 12 de febrero de 2004, así como el Decre/0 

94/1991, en virllld de su a11ículo 1.3". 

E:n todo caso, a las alegaciones que hace al respecto e11 el recurso de . 

apelación, argumentando que actualmente eL I::BHP no contempla otro régimen 

disciplinario que 110 sea el fijado por normas con rango tic ley, bien est(l(a/ bien 

autonómica, en función del correspundicllfe reparto competencia!, de lo que 

derivu, 11 srr juicio, que 110 se pueda aplicar, como se hizo en este caso, 1111 

Reglamento para determinar fa sanción al tener q11e estar al desarrollo 

fegi.~lcllivo que se exige tanto de las ilifracciones como ele las sanciones a 

imponer, cabe decir que, en efecto, el principio de legalidad en sede t!e potestad 

sancionadora tiene m reflejo eu el artículo 25 de la CE, en el 127.1 de la úy 

30/92, y en el címbito de la potestud disciplinaria, eu el anfculo 94.2 del EBEJ', 

según el cual "La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo con los 

sig11irm1es principios: a) Principio de legalidad y tipicidad de las faltas y 

sanciones, a través de la predeterminación nonnativa o, en el caso del personal 

laboral, de lu-s convenios colectivos''. A
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La STC 4211987 establece que este principio de legalidad implica dos 

tipos de garantías: una material y otm.fonnal. 

Lo garantía material significa que las conductas cou.I·Jituti)'(t.r de 

infracción administmlil•a y las swJdoJu!s lietl(m que eswr predeterminadas en 

WU! nomw jurídica que reúna los requisitos de norma escrita, non11a pre1•ia y 

nomw cierta. La gamlltfa formal significa que ftt predeterminación de 

conductas y sanciones tiene que recogerse en 1111 norma cm1 rango de ley. Rsta 

garalllfajormalrecoge el¡¡ombre de "reserl'a de ley ''. 

No obstante este principio no tiene el mismo significado que en el derecho 

penal, en el que siempre será ww norma co11 rango de ley la que recoge 

conductas constiwrims de infracción penal y la que recoja las sanciones que 

llevan aparejadas. Además ha de ser orgánica cuando ajecte11 a derechos 

fu 11dam enwl es. 

Pero también se debe reconocer que en el derecho administrativo juega 

1111 papel muy importante el Reglamemo, y que es importaute destacCir la 

colaboración reglamentaria, de numera que en los Reglamentos se podrán 

hacer determinaciones de conductas conslitutivas de infracción admil1istratil•a y 

de sanciones, awu¡ue eso sí prc1•ia remisión legal. 

Le que la CE prolu1Je, segiÍn interpretación del Tribunal Co11sti lllcional, 

es que las remisiones que haga la ley al reglamemo se /rate de remisiones en 

blanco, lo que impide que por 1•ía reglamentaria se creen ex uovo cntlductas 

constitlltivas de inji'ttcción administmtiva. Co11 arreglo a ello, sólo se exigirá 

cubrir <.·m¡ ley fomwl una descripción genérica de las conductas sanci01rables y 

las clase~· y cuamía de las scmciones, pero co11 posibilidad de remitir a la 

potestatl reglamentaria la descripción pormenorizada de las conductas ilícitas, 

es decir, la tipicidad. Así, "la cobertura legal supone una regulación mínima en 

la ley de los tipos y .rcmciones y en concreto ele los límites mcíximos de éstas" ( 

STC 42/1987 ). A
caip



Este principio de legalidad admite varias excepciones, y ellfre ellas se 

encuentran las sanciones que se imponen en las llamadas relacicm e.'> de st{ieciótl 

especial, como so11 las que vir1culan a la Administración con el persoual a su 

sen,icio. J:)l estos ct¿ms no es i1úrecueme que fas infracciones y las sanciones 

impuestas al personal al sen,icio de la Admínistmcüín aparezcan tipificadas en 

nomws reglamel/tarias (normas eswtutarias ), como sucede con los 

Reglamenros objew de ciw en el escrito de demanda, y entre ellos el Decreto 

9411991, de 20 de mar(,O, por el que se aprueba el Reg lamento d e régimen 

disciplinario de los funcionarios de la Administración de la Comunidad 

AuiÓIWIIIa de Ca licia. Su art(culo 1.1 dispone que "El presem e reglamento es de 

aplicación a todo el p ersonal fimcíonario comprendido en el ámbito de 

aplicación de la Ley 411988, ele 26 de mayo, de la fimción ptílllica de Galicia". 

esw remisión se entiende heclta, en la acnwlidad, al Decrew legislativo 112008, 

de 13 de mcm:u, que no derogó el citado Decreto, y su DispoJición lldicional 

sexlfl eswblece que "Lo~· derechos, deb eres, responsabilidades y régimen 

disciplinario del personal fimcíonario se regularáll por su El'falrlto. Mientras 

tanto se aplicará la legislación ••iR ente". 

Cierto es el artículo 95.2 de{ EBEP reco8e una tipificación de lal· 

conducras constiw tivas de inftm:ci6n muy grave, después de establecer en el 

apartado primero que "Las faltas disciplinarias pueden ser muy gra••es , graves 

y leves". Pero respecto de las faltas Rrm•es el apartado tercero se limiw a 

disponer que "serán establecidas por Ley de las Curtes Genemles o de fa 

Asamblea Legislatit•a de la corre.1p ondiente Comunidad Autónoma o por los 

convenios colectiFos en el caso de personal laboral, atendiendo a las sig uiem es 

e i rc1 111 s ta m:ial·: 

a) El grado en que se haya vulnerarlo fa fegafidad. 

b) La gral'edad de los daños causados al interés público, parrimonio o 

bienes de la Admin istración o de los ciudadanos. A
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e) T::l descrédito para la imagen pública de la Administmdón". 

Y respecto de la-s faltas le1•es, dispone el mismo m·tículo 95 e11 ~·u 

apartado cumto, que "l/.1s l.eyes de Funci6n P!Íblica que se dicten en desarrollo 

del prcse11te Es/atufo determinarán el régimen aplicable a las faltas leves, 

atendiendo alas anteriores circunstancias". 

Sí es verdad que con tales pre1•isiones el legislador pare<:e querer 

implantar lflltl reserva legal formal para todo tipo de infracciones, estando 

pendiente de resolver el recurso de casación e11 i11terés de ley interpuesto 

coutra la sentencia del TS} de Valencia de 28 julio 2010 que decfnró que el 

Reglame/llo de régimen disciplinario de los Funcionarios de la Adminisiración 

del Estado de 10 de enero de 1986 e.s/urfa derogado por el impacto del EBEP, 

al menos por lo que se refiere a la tip!fkadón de condrtctas conslilutí1•as de 

infracción grave. congelando el rango (legal) para la tipificación de estas 

infracciones. 

Si11 embnrgo 110 creemos que el legislador, c011 tales pre1•isiones, haya 

querido provocar 1111 vacío 11ormativo en reladón a la tipificación y Satlción de 

las faltas g1m•es y leves, dando lugar a la impunidad de estas co1uluctas 

mielltras 110 se dicten las u yes de Fwrciótr Pública en desarrollo del E"BEP 

determinando el régimen aplicable a wles infracciones. Por el contrario, 

e11tiende esw Sala, q11e mientras esto 110 suceda, subsiste la vigencia del 

RegfClmemo disciplinario de 1986, que es directa eu el ámbito estatnl Y 

supletorio en el ámbito WIIUIIÓIIIIco, y del Decreto 94//991 , en el ámbiw 

autonómico. 
No se ¡¡la/1/en el mismo prnblemo en el ámbito del personal estatutario, 

pue)· aunque la J,ey 5512003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del 

persoual eslafllturio de los sen•icios de salud, dispone en m arrfclllO 72.5 que 

"Las comunidades autónomas podrán, por norma con rm1go de Ley, esw blecer 

otras faltas además de las tipificadas en los apartados anteriores", es en la A
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propia Ley 55/2003 en la que se recoge una relación de las conductas 

consriltllil'(l.l' de infracción administmtiva muy gmves, graw:s y leves. Y para la 

tipificación de la.r sanciones no e.IJJecifica que la nomza deba tener nmgo de 

Ley, estableciendo el artfculo 73.2 que "Las conumidade.r autónomas, por la 

norma que en cada caso proceda, podrán establecer otras sanciones o sustituir 

las indicadas en el apartado anterior". 

No deja de resultar curioso que la apelallte en s11 rect1rso diga renunciar 

a discutir si los hec:/ws imputados merecen ser dignos de sanción o no, y por 

ta1110 si son o no c:onstituti\'ns de infracción administrativa (cuando tales hechos 

Izan sido tipificados por la Administración al amparo de una norma de 

naturaleza reglameulllria), y sin embargo cuestione la aplicación del Decreto 

94191 "para detemtinar la sanción". 

Esta Sala )' Sección ya lw tenido ocasión, en su sentencia de JO de j unio 

de 2009 (rollo de apelación 1111111. 35112008), objeto de cita en la postelior de 9 

de febrero de 2011, de resolver una alegaciúJ1 igual de irifmcciún del principio 

de resen•a de ley y tipificación de las infmccione.~ y mnciones en materia 

disciplilzaria, referida al Decreto autonómico objeto de estudio, J'ill que exisw 

razón alguna para variar dicho criterio, puesto que aquella alegaciú11 se basa 

en el m1fc:ulo 25.1 de la Constitución y la doctrina inteJ¡Jrewtil'll del 1'ribu11al 

Constitucional respecto a dicho precepto se conriene en nuestra mencionada 

senrencia, de modo que la entrada en l'igor de la l.,ey 712007 no ha alterado en 

11uda dicha docllinu 11i modifica la óptica que e11 esa precede11fe sentencia se 

exponía, con los ar.~wnentos que a continuación se exponen. 

"Úl sentencia número 29912007, de 5 de mwiembre de 2007. condensa 

cual sea la doctrina (1/ uso en relaci611 con aquel plllticular. A tal efecto precisa 

que el derecfto fundamental recogido en el artículo 25.1 CE incorpora el 

principio "nullum crimen uulla poena sine lege" y lo extiende tambiéu al 

ordenamiento adminislratil'o sa11cionador. fllcl11ye esle precepto una doble 

- - - --· ·-
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garalllía: la primera, de orden mmerial y de alcance absol11to, es la exigencia 

de la predetenninación nonnativa de toda conducta que se considere 

constitutil•a de un ilícito de' carácter penal o sancionador; la segunda, de 

carácter formal, conlleva que la norma que tipifique estos ilícitos y sus 

correspondientes penas o sanciones deba tener rango de ley, pues, de acuerdo 

con la jurisprudencia reiterada y unánime de este Tribunal, el ténnino 

"legislación 1·i,~ente" contenido en el artículo 25.1 CE es expresi vo de wm 

reserva de ley en materia sancionadora (por todas, STC 29711005, de 21 de 

no1•iemhre, F.! 6). En relación con esta resen•u formal de ley que se derim del 

artículo 25 Cl.;, este Tribunal ha seJialado, por todas STC 2612005, de 14 ele 

febrero, FJ 3 qu.e, "ell el conte.wo de las infracciones y .rtmcione!; 

administrativas el alcance de la reserva de Ley no puede ser tan riguroso como 

lo es por refere11cia a los tipos y SCIIlciones penales en sentido estricto; y ello 

tanto "por m zones que araíien al modelo co11.11itucional de distribución de las 

potestades públicas" como "por el t·arácter en cierto modo insuprimibfe de la 

potestad reglamentaria eu detenninadas materias, bien, por zíltimn, por 

e.rigencias de prudencia o de oportunidad" ( STC 42/1987, de 7 de abril, FJ 2). 

Por esw razón, co1110 pone de relieve, emre orms muchas, la citada STC 

2611005, de 14 de febrero, F.J 3, en este ámbito, la resen•a de l.ey tiene "una 

eficacia relativa o limitada", lu que significa "que no excluye la colaboración 

reglamentGJia en fll propia tarea de tip~ficaciún de infracciones y tlfribucinn de 

las correspondientes sanciones, pero sí que tales remisiones hicieran po.5ible 

1111a regulació11 independiente)' no clarameme subordinada a la Ley". Y también 

"mcís ¡;oncretameme, p()r lo que se refiere al c:asv que ahom examinamos, 

hemos declarado que "las llamadas relaciones de sujeción especial no son e111re 

nosotros un ámbito en el que los sujetos queden despojados de s11s derechos 

fimdumemales n en el que la Administración pueda dicwr nomws sin 

habilitacióll legal previa. Estas relaciones 110 se dan al margeu del Derecho, A
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sino dentro de él y por Jo tanto twnbié1t dentro de e//as tienen vigencia los 

derecho~· fwulamenrales y wmpoco respecto de eJius goza la Admi11istracián de 

un poder normmivo carenle de lrabilitación legal, aunque ésw pueda otorgarse 

en términos que 110 serían aceptables sin el supuesto de esa especial relación 

(vid, entre otras, SSTC 211987 y, más recientemente, STC 61!1990)" ( S1C 

23411991, de 10 de diciembre, FJ 2)" ( STC 26/2005, de 14 de .febrero, FJ 3). 

En esta misma Unea de principio e/ Tribunal Con.vtiwcional e.\pone "que 

el derecho fimdanumtal a la legalidad ~·ancionadora ( aJtfculo 25.1 CE), e11 

relaci6n co11 el principio de seguridad jurídica también garantizado 

constitucionalmente ( artículo 9.3 Cl:-'), exige que cuando lu Administración 

ejerce la pnreslad sancionadora sea la propia resoluci6n administrati1•a que 

pone fin al procedimiento la que, cmno parte de Sil mmivt1ción (la impuesta por 

Jos artículos 54.1 a} y 1 3tU de la Ley de Régimen Jurídico de los 

Administraciones públicas y del Procedimiemo Administmti1•o Común), 

identifique expresamente o, al menos, de forma implfcita el ftmdamento legal de 

la sanción. Sólo as( puede conocer el ciudadano en virwd de qué cOl/Cretas 

normas con rango legal se le sanciona, sin que esté trxcluido, como acaba de 

e.tponerse, que tma norma de rango reglamentario desarrolle o coJicrete el 

precepto o los preceptos legales a cuya ide111ijicaci6n directa o rawuahlemel/le 

~·encilla el smtdonado tiene 1111 derecho que se deriva del artícufo 25 CE " ( 

S~TC 16!12003, de 15 de septiembre, FJ 3; 29712005, de 21 de noviembre, 1':1 

8). 

Pues bien, apfic:ando dicha doctrina al caso concreto, fa Adminisrmc:ió~t 

demandada fundamenta dicha cobertura por remisión al artículo 73 de la Ley 

4/1988, de 26 de mayo de ltt Función Ptíblica de Galid a, que hace extensivo a 

los fimcionarios de fa Comunidad Alllónnma, el régimen disciplinario pre1•isto 

en la Administración del Estado, lo que permile la apliCt1ciún de Jo regulado 

con carácter [Jlísico en la l.ey 30/1984, de 2 de agosto de Medidas Urgentes A
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pam la refomw de la Función Ptíblic:a F:DL1984/9077 , el Decreto de 7 de. 

febrero de 1964 que aprueba la Ley ele Funcionarios Civiles del E.uado tJIIe 

aquella dej6 vigente)' el Real Decreto 33/1986, de JO <le enero por el que se 

aprueba el Reglamento de régimen disciplinario de los fimcinnarios de la 

Administración del Estado, que comiene la tipificación de las infracciones muy 

graves, grm •es y /e1•es, cuwulo lo.~ te.t10s legales diados .re limitan a la 

descripción, tan sólo, de las primeras. 

El propio Decreto 9411991, de 21 de marzo refiere expresamente, "La Ley 

4/198.<(, de 26 de mayo, de lafimción pública de Galicia, en .m artículo 73, hace 

extensivo a lo ... funcionarios de la Administración autonómica de Galicia el 

régimen disciplinario prel'isto en la normati1•a del Estado. Asimismo prevé que 

pnr medio del correspondiente reslamellfo se. regulará el procedimiemu 

sancionador, en el cual se tendrá básicamente en cuenta los prilrt:ípins de 

eficacia )'garantía". 

A vir111d de esta remisión normati1•a, se hace viable la /ras¡wsición en el 

ámhito autonómico, de fas pre 1•isiones de la normativa estatal e11 uwteria de 

potestad disciplinaria (que ahora incluye a los artículos 94 y 95 de la Ley 

7/2007), lo que unido a la declarada cmiStitucionalidad de fa denominadtl 

r.olaboración reglamenwria, pennite afirmar que, en el caso concreto, resulta 

respcwdu el principio de lega lidad en su aspecto formal, por lo q11e pmcede la 

dcse.stimaciún del primer motivo de apelación u. 

l.-<1 tesis que se sigue en esta sentencia, es la que siguen otros '(ribwrales, 

como la .-tudiencia Nacional e11 la sentencia de 8 de febrero de 2012 e11 1(1 que 

se razona /u sigui eme "Re.specro a la falta de cobertura legal del Reglamenro 

3311986, y su tipificación de las ilifraccione:; y sanciones, debe decirse que 

acoger la tesis del apelante .mpmulría dejar a la Administración sir1 la potestad 

de scmcimwr a sus empleados piÍblicns, mientras las Cortes Generales 110 

dictaran la ley de desarrollo la Ley 712007, e igualmellle, 110 seria posible ya 

- -- - · -
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sancionar ninguna infracción disciplinaria hasta que las Cor1es Genemles 

;.o\fl•r.n>.tlfN dictasen la Ley a la que se refiere el artículo 95.3 del EBF:l'. 
' f)~ IHST[('IA ·,' 

La /.ey 712007, dell!."REP no deroga el Real Decreto .'13/1986 el cual tenía 

conexión anterior tanto con/a Ley de Fw1cionario.r Civiles del E.11ado como c:o11 

el artícr~lo 31 de lll Ley 30!1984 de Medidas para la Reforma de la Ftmción 

Pública, precepto y ru¡uell<l ley. efectiwmzentc hoy sustallcialmente derogados. Y 

si11 embargo 110 por e.su la potestad disciplinaria de la Administración del 

E.~tadu, en cuanto a los fimciollllrios que dependen de dicha Administración 

General del Hstado, ha quedado sin cobertura normativa, pue.~ro que como dice 

el artículo 94 del mismo de la misma T..cy, fas Administraciones Ptíblicas deben 

corregir disciplinariamelllc las infracciones del personal a su servicio de 

acuerdo con una urie de principios ellfre los cuales se encuéntrate "e l principio 

de legalidad y tipicidad de la~· faltas y sanciones, a travb de la 

predeterminación normativa, o en el caso del personal laboro/ de los convenios 

colectil'Os" 

lndudablememe, dicho Ueglamento disciplinario es 1111 caso de 

predeterminuciún normatil'(l hasta que se dicten las normas nece.raricu por las 

Cortes Generales con sus correspondielltes previsiones reglamentarias, en su 

caso lwy que contar CO!l que 110 ha sido expresamellle derogado. Efectil'llmente, 

el mandato contenido en el artículo 95. 3, se complementa con el principio 

anterior, y e11 todo caso este mmu/ato de dictar leyes de las Concs Generales, 

está establecido en tiempo futuro o condicional: "las leyes de fimción pública 

que se dicten en desarrollo del presente estatuto (. .. )" 

Hl1 definitiva, dicha Ley que aprueba el Estatuto Básico del Empleado 

Ptíblic:o no deja sin cobertura legal /a potestad de la administración de corregir 

di.w.:ipli11aríamente a las personas sometida:; e11 virtud de su relación 

funcionarial . 

. - - ·- - · -
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La src 21911989, de 21 de diciembre. vuelve (1 reiterar que ese alcance 

.•n~f~>-"J>·tMoo~ de la reserva de ley p ierde parte de su fumlamentacióu en el seno de las 
J>~; msnct.\ 

relaciones de sujeción especial. F.n todu caso, el cumplimienlo de dicho 

requisito genét-ico, que resulm inexcusable, 110 puede dejar de ser aprec:iado 

cuando la.~ nomras reglamentarias lo que hacen es especificar o clesarroll<lr 1111 

núcleo básico de afltijuridicidad que ya lw sido enunciado en la norma de rango 

de ley, y, por ello, no cons/ituyen una regulación autñnoma o independiente" 

Didw cuestión ha sido resueftu por la Sala en su ~·entencit1 de 30 ele 

marzo de 2011 (recurso de Apelación 244/ZOJO), criterio que por razones de 

coherencía y conforme al principio de igualdad en la aplicación de las nomws 

jurfdicas, debemos seguir manteniendo''. 

Por ello el motivo examinado no puede prosperar. 

CUARTO.- En segundo Jugar, se alegó por el reeurrellle infracción del 

aTtícnJo 7.l.n) del Reglamento de Régimen Disciplinario, en tan to que el 

cumplimiento de una Orden de Dirección no puede dar lugar a la imposición de 

ninguna mediua disciplinaria, en concreto la mí ruero 40/2010 que regula, en el 

seno del Centro Perutenci<nio de Vnldemoro, el modo y los cauces en v irtud de 

los cuales se deben de sustanciar los despla.zamíentos de los internos dentro de 

la$ dependencias del Establecimiento 

Por su parte, La Administración demandada entiende que el funcionario 

debió de pennitir el desplManlienlo del interno sin In presencia de un 

funcionario auxiliar que controlara dicho desplazamiento desde el interior del 

pasillo y, siempre, en contacto con el propio interno mientras otro funcionario 

supervisaba el mismo a través de los monitores de televisión, por lo que el A
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retraso con el que comenzó el desplazamiento en cuestión es implllablc a aquél y 

que dicho proceder ocasionó una grave perturbación del servicio. Bn este 

s~::ntido, en la Resolución s~:: argumenta lo siguiente: 

La conclusión final, ¡>almoriumente demostrada, es que D . Tomé moll/tiVo 

al intemo en el taller desde las 10,35 lzasta tos 10,55 hora.~. es d ecir, que el 

tiempo ele demol'tl lmplltable directamente al encanado es de veinte minutos (o 
w:imicinco segiÍII alguna versión). 

La explicación que el interesado da a .ru tardan;_{l en dejar salir del taller 

al in temo para ir a comwlica1~ está btísicamellte fimdame11tada en que .w: limitó 

a aplicar la nomratil•a existente. 

Como se puede obsen·m~ el interesado fo que hace es intetpretar y 

aplicur la Orden de f>irecciónmencionada, aunque a fa luz de la mis111a lo hace 

de manem incorrecta. En efecto, en dicha orden (Pág. 20), el Director Jo que 

hace es distinguir dos tipos de pmccdímiewos de acwoció11 para el 

delplazamie./1/u de intemo: uno, el establecido pura cuando es 1111 grupo de 

intemos el que se desplaza por el interior del Centro, y dm·, cuando es tm gmpo 

reducido de illlemos o uno solo el que se desplaza Para el primer caso, se exige 

siempre el acompaíiamiemo de illtemos por paHe de fimcionarios auxiliare.~ de 

Jefalrlra. Pero puro un desplazamiento indil•idual, como es el tema que 110s 

ocupa, 110 es uece.m rio dicho acompmlcuniento Jfsico por el (luxiliar, hasta con 

que éste controle al iutemo por el circuito cerrado de TV. Hs en este selltido en 

el que la Orden establece: 

Acompmiamientos individuales o e11 gmpo.s reducidos: "El fimcionario 

del nu5dufo y el aux iliar coouliuarán el movimiellfo (t trm•és de lo.~ 

radiotrmwni.wre~·. de mudo que se proceda o lo salido ol intemo cucmdo el A
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auxiliar pueda controlar !ill desplozamien/a desde los pasillos; este movimiemo 

At>~lt-.~sll<Aéfrw será seguido de manera coordinada por el fimcionarío de control a través del onn;s.ncro\ . 
circuito cerrado de 'IV, lo que permitirá controlar simultáneamente 

([esplawmielltos desde varios módulos" 

lis por ello que, vis/o el texto de la orde11 de dirección alegada por el 

propio eJICartadn, es perfectamemc ajiLStado a didw nom1a que 1111 inlemo se 

pueda desplayu sin ocompaiiamiellfo de fimdonario auxiliar, siempre y cuando 

exista un comml por fas ccínUiraS interiores del Cemro. siendo esta labor 

llevada a cabo por el funcionario auxiliar que en cada momemo esté a cargo de 

dichas cámaras. 

Vista la nonnatii'O inte1ior, las dec:laraciunes de los fullcionarios 

auxiliares y del Jefe de Sen•icios y la del prnpio encanado, el cual reconoce que 

pitliá por dos veces lu presencia de 1111 funcionario mniliar para aco11quniar a.! 

intemo a comunicaciones y que como és1e no acudía no dejó salir al imemo 

lutSia c¡ue se lo ordenó a las 10,55 horas el Jefe de Servicios (Ptlgs. 11 )' 104), es 

por lo que se llega a la conclusión de que D. Tomé pudo y debió haher actuado 

de otra fonna, a saber, una vez que le dijeron que no había funcionario auxiliar 

disponible, debió dejar salir al interno a comunicaciones, previo aviso al 

funcionario auxiliar para que éste comrolase por cámams el desp.lazamiento 

del intemo hasta esa dependenr.:ia De ltecllo, eso fite lo que hizo cutmdo se lo 

ordtmó el Jefe de Servicios)' esu es lo que ha l'CIIido haciendo con posterioridad 

a/21 de enero de 20ll, segritl él misnw manifestó (Pág. 105). O, para el caso de 

que hubiese tenido alguna du.d<t sobre lo procedencia o no de dejar salir al 

ime.mo, debió cnnsulrar al Jefe de Serl'icios, cosa que 110 hizo rampnco 

Es cierto que la acción illit.:ial del et1cartado se puede considerar 

currecw, ya que r::n primera insta11cio so.licita la colaboración de tm auxiliar 

pam efectuar el de.1pfazamieuto de un intemo. Pero también lo es que su A
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comportamiento posterior ya no es el apropiado, pue.~ él mismo informa que le 

"""''i).1S"iY.AétcN c:omunican que. no Ita y fimcionariu auxiliar disponible y, sin embargo, no opUI 
JJtt fliSTIOA 

por penuitir el tlesplaz.amiemo del intenw para connmicar. Muy al contr01io, se 

queda inactÍl 'O durallle veinte u t>einticincu minutos, esperando /(1 llegada del 

auxiliar. 

I-'l. Orden de Dirección en cucslión es terminante en cuanto a la necesidad 

de coordinación de los acompafiamienlos -tanto en grupos reducidos como 

individuales- o movimientos entre el funcionario del módulo y d auxiliar de 

modo que se proceda a la salida al íntemo cumulo el auxiliar pueda controlar 

su desplazamiento desde los pasillos, siendo seguido eJ movinúenlo de manera 

coordinada por t!l funcionario de control a través del circuito cerrado de 1V. La 

necesidad de dicba coordinación fue reiterada en las declaraciones prestadas por 

los testigos en el acto de la vi:¡ta, así como que había que esperar la orden del 

funcíonru·io auxiliar que manifestase que visualizaba al intcmo desde el pasillo, 

cumpliéndose a nljatabla la Oroco de Dirección, siendo habitual los rclrasos en 

las comunicaciones debido al cumplimiento de las Instrucciones. Tales 

manifes1acioncs, unido al colllcnido lilerat de la Orden, :;c.gt1n la cual se 

procederá a la salidu al iJilemo cuando el auxiliar puecla controlar su 

desplazamiento descle los pa.~il/os, habiendo procedido correctamente el hoy 

recurrente a solicitar la colaboración de un auxiliar ha~ta en dos ocasiones -

como se reconoce en la Resolución-, dejando salir al interno imncdiatamente en 

cumplimiento de la orden que en lal sentido le dio el Jefe de Servicio, nos llevan 

a concluir que eJ hecho de que el funcionario no optase por permitir el 

despla:.wn1iento del interno para comunicar -como pretende qlle debió hacer el 

órgano compelt:nre para sancionar, sustituyendo Ja particular forma del 

recurrente de entender la Orden por la suya propia, pues nada dice la Orden de 

posibilitar el desp\azamiemu - no puede considerarse que suponga una grave A
caip



perturhación del scrviciu, en el sentido expre.~ado en la propia Resolución: 

"grave perturbación" esto es, el trastorno o desviació11, en este caso, de la vida 

departamellfal gmnde, de mucha emid(ld o importancia (véase en este sentido, 

la concepltwción granwtical de dichos térmilws e11 el Diccionario de la Real 

Academia Espaiiola); alteración imenm o importante que sólo puede quedar 

definida por el alcance mismo de la perturbación, o lo que ey lo mismo. por el 

resultudo lesÍI'o". Es más, como se recoge al folio 91 del expediente en 

manifestaciones de funcionad o Jefe c.Jc Servicios, el representante consular pudo 

celebrar la cmmmícación, siendo invilado a ello varias veces, negánc.Josc y 

amenazando con poner una queja. Antes al contralio, la propia Adminislración 

pone el acento en el descrédito de la !ldminístl'(lción Penitenciaria y en 

fletrimemo de las actividades del resto de sus compm1eros, así como comporta 

tm incumplimiento de los Principio.,· éticos y de conducta establecidos para los 

funcionarios p1Íblicos e u el EBEP y enunciados en los fundamentos jurídicos 

{Jrimero a tercero de la presente resolución; dicho bien jurídico que la 

Administración entiende afeclado por la conducta del recuJTentc no es el 

protegido por el tipo infractor aplicado, y si bien pudiera ser constitutiva -en su 

caso- de alguna otra falta, no es posible subsumir la conducta sancionada en el 

lipo previsto en el preceplo utilizado para imponer dicha sanción, por cuanto ni 

se aprecia perlurbación grave del servicio ni que concurra que ocasionase 

detrimento alguno en las actividades el resto de los compañeros. 

En consecuencia, se está en el caso de estimar el recurso que nos ocupa, 

declarando nula la sanción impuesta, debiendo la Administración, en su caso, 

proceder a la restilución de los haberes que hubieran sido retenidos como 

consecuencia de la ejecución de dicha sanción, A
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